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PRESENTACIÓN

La Recomendación n.º 168 del Consejo Nacional de Justicia, aprobada el 17 de marzo 
de 2026, establece el Estatuto de la Magistratura Brasileña Interamericana y afirma 
una idea central para la actuación judicial contemporánea: todo juez y toda jueza 
nacional es también un juez y una jueza interamericano. Esto significa reconocer 
que la magistratura brasileña, al aplicar el orden jurídico interno, también debe 
considerar la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los demás tratados 
internacionales de derechos humanos de los cuales Brasil es parte.

Desde esta perspectiva, el Estatuto orienta la actuación jurisdiccional a partir de 
la Constitución Federal, especialmente de la cláusula de apertura del art. 5, §§ 
2 y 3, reforzando la necesidad de diálogo entre el derecho interno y el derecho 
internacional de los derechos humanos. El documento ofrece parámetros para 
que las magistradas y magistrados interpreten y decidan los casos sometidos a su 
consideración en consonancia con los parámetros desarrollados por el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.

Entre sus ejes principales, el Estatuto destaca la incorporación de principios e institutos 
propios del sistema interamericano, como la debida diligencia judicial, la reparación 
integral de las víctimas y la protección especial de las personas en situación de 
vulnerabilidad agravada. También confiere relevancia a la interseccionalidad de las 
violaciones de derechos humanos y a la aplicación de criterios interpretativos que 
favorezcan la máxima protección de la persona humana, en línea con el principio 
pro persona y con el compromiso de buena fe en el cumplimiento de los tratados 
internacionales.

Otro aspecto fundamental del Estatuto es el fortalecimiento del diálogo entre las 
jurisdicciones nacional e internacional. El texto fomenta la armonización entre 
las normas internas e internacionales, la interpretación del derecho interno de 
conformidad con la Convención Americana y, cuando sea necesario, el ejercicio 
del control de convencionalidad. Con ello, se reafirma una magistratura abierta al 
intercambio institucional y comprometida con la integración entre los sistemas de 
protección de derechos.

Por último, el Estatuto destaca que la autonomía y la independencia judiciales 
son condiciones indispensables para la protección de los derechos humanos y la 
consolidación del Estado de Derecho. Al incorporar tales directrices, el Consejo 
Nacional de Justicia presenta un marco institucional relevante para la construcción 
de una magistratura efectivamente capacitada para actuar en pro de la consolidación 
del Estado de Derecho y la protección efectiva de los derechos humanos.

Ministro Edson Fachin
Presidente del Consejo Nacional de Justicia
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ANEXO

(al que se refiere el artículo 1-B de la Recomendación 123, de 7 de enero de 2022, 
incluido por la Recomendación 168, de 23 de marzo de 2026)

ESTATUTO DE LA MAGISTRATURA 
BRASILEÑA INTERAMERICANA

PREÁMBULO

El Estatuto de la Magistratura Brasileña Interamericana parte de la premisa de que 
toda jueza y todo juez nacional es también una jueza interamericana y un juez 
interamericano. El Estatuto presenta directrices para respaldar la actuación de la 
magistratura brasileña en la garantía de los derechos consagrados en la Constitución 
de la República Federativa de Brasil y en los tratados internacionales de derechos 
humanos ratificados por el Estado brasileño, como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (CADH), a la luz de la cláusula de apertura constitucional prevista 
en el art. 5, §§ 2 y 3, de la Constitución de la República.

Se trata de un documento de carácter orientativo, que no modifica, de manera 
vinculante, el régimen jurídico de la magistratura nacional. Su objetivo es fomentar el 
uso de la jurisprudencia y de los opiniones consultivas de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH), así como la consideración de las recomendaciones y 
los parámetros desarrollados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) en el proceso de toma de decisiones judiciales.

El Estatuto fomenta, además, el diálogo jurisdiccional entre el derecho internacional 
de los derechos humanos y el derecho nacional, estimula la interpretación del derecho 
interno de conformidad con las obligaciones internacionales asumidas por el Estado 
brasileño y, cuando sea pertinente, el ejercicio del control de convencionalidad por 
parte de la magistratura brasileña en la resolución de los casos sometidos a juicio.

I.	 DEFINICIONES

I.1	 A los efectos del presente Estatuto, y de conformidad con el 
corpus iuris del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
(SIDH)1, se entiende por:

Autonomía judicial: garantía relacionada con el ejercicio autónomo de la función 
jurisdiccional, que debe asegurar el Estado tanto en el plano institucional, en lo que 
se refiere a la organización del Poder Judicial, como en el plano funcional, en lo 
que respecta al ejercicio de las atribuciones de las juezas y los jueces. Se trata de 
un elemento esencial del Estado de Derecho, vinculado al principio de separación 

1 Estos conceptos se han extraído de la jurisprudencia de la Corte IDH.
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de poderes y al papel que la función judicial desempeña en la democracia como 
garantía colectiva de toda la sociedad.2

Centralidad de las víctimas de violaciones de derechos humanos: reconocimiento 
de que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene como vocación 
primordial la protección de las víctimas y la atención de sus necesidades, cuya posición 
debe ocupar el centro de las decisiones judiciales en materia de derechos humanos.3

Control de convencionalidad judicial: competencia del Poder Judicial para examinar 
la compatibilidad de los actos y normas jurídicas internas con la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, con el fin de evitar la práctica de actos o la aplicación de 
disposiciones normativas incompatibles con el tratado en el caso concreto. Tiene 
como parámetros tanto el texto de la Convención como la interpretación consolidada 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Además, se aplica cuando no 
es posible interpretar la norma nacional de conformidad con la Convención. El 
control de convencionalidad puede incidir sobre actos de acción u omisión; sin 
embargo, debe ejercerse dentro de los límites de la competencia institucional del 
Poder Judicial y en observancia del principio de separación de poderes. 4

Corpus iuris: conjunto compuesto por instrumentos internacionales de contenido 
y efectos jurídicos variados, como tratados, convenciones, sentencias, opiniones 
consultivas, resoluciones y declaraciones.5

Debida diligencia judicial: obligación de medio de las autoridades judiciales de, 
en un plazo razonable, con independencia e imparcialidad, adoptar las medidas 
necesarias para la adecuada conducción del proceso judicial, así como, al final, 
juzgar y, si procede, condenar a las personas responsables de violaciones de 
derechos humanos. En el cumplimiento de esta obligación, las autoridades judiciales 
deben respetar las garantías del debido proceso legal, como la seguridad jurídica, 
la motivación y fundamentación de las decisiones judiciales y la publicidad de los 
actos procesales, cuando sea aplicable. Además, deben valorar todas las pruebas 
presentadas, garantizar el derecho a la contradicción y a la amplia defensa y, dentro 
de los límites de su competencia jurisdiccional, asegurar la participación de las 
víctimas o de sus familiares a lo largo de la tramitación procesal.6

2 Corte IDH. Caso Cordero Bernal vs. Perú. Sentencia de 16 de febrero de 2021, § 71. Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros 
(«Corte Primera de lo Contencioso Administrativo») vs. Venezuela. Sentencia de 5 de agosto de 2008, § 55.
3 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-25/18, de 30 de mayo de 2018. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho 
humano en el sistema interamericano de protección, § 149; Corte IDH. Opinión Consultiva OC-27/21, de 5 de mayo de 2021. Los 
derechos a la libertad sindical, la negociación colectiva y la huelga, y su relación con otros derechos, con perspectiva de género, § 48.
4 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, Sentencia de 26 de septiembre de 2006, § 124. En el mismo sentido, 
véase: Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros («Guerrilla de Araguaia») vs. Brasil, Sentencia de 24 de noviembre de 2010, § 
176. Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 
2019, § 129. Caso Azul Rojas Marín y otras vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 
de marzo de 2020, § 207 y ss. y Corte IDH. Caso González y otras («Campo Algodonero») vs. México. Excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, § 410.
5 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-16/99. El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las 
garantías del debido proceso legal, § 115.
6 Corte IDH. Caso Leguizamón Zaván y otros vs. Paraguay. Sentencia de 15 de noviembre de 2022, § 71. Corte IDH. Caso 
Defensor de Derechos Humanos y otros vs. Guatemala. Sentencia de 28 de agosto de 2014, § 214. Corte IDH. Caso Ríos Avalos 
y otro vs. Paraguay. Sentencia de 19 de agosto de 2021, §158. Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. Sentencia de 
6 de agosto de 2008, §§ 93 y 94. Corte IDH. Caso García Rodríguez y otro vs. México. Sentencia de 25 de enero de 2023, 
§ 261. Corte IDH. Caso González y otras («Campo Algodoeiro») vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, § 349. 
Corte IDH. Caso Muniz da Silva y otros vs. Brasil. Sentencia de 14 de noviembre de 2024, § 150. Corte IDH. Caso Miembros 
de la Corporación Colectivo de Abogados «José Avelar Restrepo» vs. Colombia. Sentencia de 18 de octubre de 2023, § 802.
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Diálogo jurisdiccional: interacción recíproca entre las jurisdicciones nacional e 
internacional. En este proceso, la jurisdicción nacional, además de aplicar las normas 
que la rigen en el ámbito interno, observa las directrices y obligaciones derivadas 
de los tratados internacionales reconocidos y ratificados por el Estado. A su vez, la 
jurisdicción internacional, de manera complementaria, evaluará la actuación estatal a 
la luz del ordenamiento jurídico interno, con el fin de examinar la convencionalidad 
de los actos de las autoridades nacionales.7

Independencia judicial: garantía de protección de la magistratura que comprende la 
estabilidad y la inamovilidad en el cargo, la existencia de procedimientos adecuados 
de investidura y la protección contra presiones internas y externas. La destitución 
de juezas y jueces de sus cargos debe respetar estrictamente los supuestos y 
procedimientos previstos en la ley.8

Interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos: los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales son indisociables, y su 
reconocimiento y goce se rigen por los principios de indivisibilidad e interdependencia. 
Dichos derechos deben entenderse de manera integral y conjunta, sin jerarquía 
entre ellos, y son exigibles ante las autoridades competentes9.

Interpretación conforme: interpretación de la norma nacional de conformidad con 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y otros tratados sobre la materia. Tiene 
como objetivo preservar la norma nacional aplicable al caso concreto, sin declararla 
inconvencional. Se trata, por lo tanto, de la compatibilización hermenéutica de la 
norma nacional con los parámetros convencionales.10

Interseccionalidad: discriminaciones múltiples asociadas al carácter compuesto 
de las causas de la discriminación, que hacen a la víctima más vulnerable y agravan 
los daños sufridos. La intersección de diferentes factores en una discriminación 
con características específicas puede constituir una discriminación interseccional11.

Plazo razonable del proceso: garantía de que el caso se resuelva sin demora, que 
debe analizarse en cada caso concreto, a partir de la duración total del proceso, 
en virtud de los arts. 7.5 y 8.1 de la CADH. Para la jurisprudencia de la Corte IDH, 
la duración razonable del proceso exige el examen de cuatro elementos: i) la 
complejidad de la cuestión; ii) la actividad procesal de la persona interesada; iii) 
la conducta de las autoridades judiciales; y iv) el impacto generado en la situación 
jurídica de la persona involucrada en el proceso12.

7 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010.
8 Corte IDH. Caso Cordero Bernal vs. Perú. Sentencia de 16 de febrero de 2021, § 72. Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional 
vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001, § 75.
9 Corte IDH. Caso Peralta Armijos vs. Ecuador. Sentencia de 15 de noviembre de 2024, § 123; Corte IDH. Caso Beatriz y otros 
vs. El Salvador. Sentencia de 22 de noviembre de 2024, § 119.
10 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Corte IDH. Caso 
Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010, § 36.
11 Corte IDH. Caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Voto concurrente del juez 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, § 7.
12 Corte IDH. Caso Suárez Rosero vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997, § 70. Corte IDH. Caso Tavares Pereira 
y otros vs. Brasil. Sentencia de 16 de noviembre de 2023, § 162.
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Principio pro persona: aplicación de la norma que asegure una mayor protección 
de los derechos humanos a la persona. La interpretación de los derechos debe 
realizarse de manera amplia y a favor de la persona, en consonancia con el art. 29 
de la CADH.13 14

Protección especial de la persona en situación de vulnerabilidad: deber especial 
y reforzado del Estado de cumplir con las obligaciones de respeto y garantía de los 
derechos humanos en relación con toda persona que se encuentre en situación de 
vulnerabilidad. El deber comprende tanto la abstención de violar los derechos como 
la adopción de medidas positivas, que se determinarán en función de las necesidades 
específicas de protección del sujeto de derecho, en virtud de su condición personal 
o de la situación específica en la que se encuentre.15

Recurso judicial adecuado y efectivo: deber de las autoridades judiciales de 
garantizar que los recursos previstos en el ordenamiento jurídico se tramiten y 
resuelvan de manera rápida, adecuada y efectiva, sin demoras indebidas. En el 
ejercicio de la función jurisdiccional, compite al Poder Judicial analizar si hubo 
violación de los derechos humanos y, cuando se constate, determinar la adopción 
de las medidas necesarias para su reparación, observando el debido proceso legal 
y asegurando la efectividad y la ejecución de las decisiones judiciales dictadas. 16

Reparación integral del daño: reparación derivada de la violación de una obligación 
internacional que tiene por objectivo restablecer la situación anterior. En caso de 
que no sea posible dicha restitución, las medidas reparatorias deben garantizar 
los derechos violados y reparar las consecuencias de las violaciones. La reparación 
integral comprende medidas pecuniarias, de rehabilitación, de satisfacción y de no 
repetición.17

II.	 DIRECTRICES

II.1	 INTERPRETACIÓN, APLICACIÓN DEL DERECHO Y CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD

II.1.1	 Compite a las magistradas y a los magistrados:

I –	 aplicar los tratados internacionales de derechos humanos vigentes en Brasil;

13 Artículo 29. Normas de Interpretación. Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido 
de: a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; b. limitar el goce y ejercicio de cualquier 
derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo 
con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser 
humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y d. excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.
14 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-27/21, de 5 de mayo de 2021. Derechos a la libertad sindical, a la negociación colectiva 
y a la huelga, y su relación con otros derechos, con perspectiva de género, § 48.
15 Corte IDH. Caso Aguirre Magaña vs. El Salvador. Sentencia de 8 de marzo de 2024, § 38.
16 Corte IDH. Caso Lagos del Campo vs. Perú. Sentencia de 31 de agosto de 2017, § 174. Corte IDH. Caso Ríos Avalos y otro 
vs. Paraguay. Sentencia de 19 de agosto de 2021, §§ 149, 157 y 158.
17 Corte IDH. Caso Durand y Ugarte vs. Perú. Sentencia de 3 de diciembre de 2001, § 24.
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II –	 promover el diálogo entre las jurisdicciones nacional e internacional, así como 
entre el derecho interno y el derecho internacional;

III –	 buscar, siempre que sea posible, la armonización entre las normas nacionales y 
las normas internacionales;

IV –	 interpretar el derecho interno de conformidad con la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y otros tratados internacionales;

V –	 ejercer, cuando sea pertinente para el caso en juicio, el control de convencionalidad 
a la luz de los tratados internacionales y de la jurisprudencia interamericana;

VI –	 examinar, cuando sea pertinente el caso concreto, la aplicación del principio pro 
persona, del principio de buena fe en el derecho internacional y de la regla pacta 
sunt servanda, en los términos de los artículos 26 y 27 de la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados;

VII –	 considerar, cuando sea pertinente el caso concreto, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, incluidas las decisiones dictadas en casos 
que involucren a otros Estados;

VIII –	tener en cuenta los artículos 2 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en la interpretación y aplicación del derecho nacional;

IX –	 no interpretar las disposiciones de la Convención Americana y de otros tratados 
internacionales en el sentido de limitar el ejercicio de cualquier derecho o libertad 
reconocidos por las leyes nacionales o por otros tratados ratificados por el Estado 
brasileño;

X –	 tomar en cuenta la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y los parámetros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como 
fuente para la interpretación del derecho brasileño.

II.2	 DIGNIDAD HUMANA

II.2.1	 Compite a las magistradas y magistrados aplicar la jurisprudencia interamericana 
para la protección de la dignidad humana, respetando la universalidad, la 
indivisibilidad y la interdependencia de los derechos humanos.

II.3	 LA CENTRALIDAD DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE LOS 
DERECHOS HUMANOS

II.3.1	 El ejercicio jurisdiccional se regirá por el principio de la centralidad de las 
víctimas, con la adopción de medidas destinadas a garantizar efectivamente 
sus derechos y su plena participación en el proceso.

II.3.2	 Se adoptarán medidas adecuadas para la protección física y emocional de 
la víctima durante su participación en el proceso, previendo, cuando sea 
necesario, condiciones especiales de atención y procedimientos orientados 
a la preservación de su integridad.
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II.3.3	 La declaración de la víctima deberá realizarse de manera que se evite la 
repetición innecesaria de relatos y la revictimización, garantizando entornos 
seguros y acogedores.

II.4	 REPARACIÓN INTEGRAL

II.4.1	 En los casos de violación de los derechos humanos, compite a las magistradas 
y magistrados, en el marco de su competencia y teniendo en cuenta las 
particularidades del caso concreto, adoptar las medidas jurisdiccionales 
pertinentes encaminadas a la reparación integral de las víctimas, incluyendo, 
cuando sea pertinente, medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 
satisfacción y garantías de no repetición.

II.5	 SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD AGRAVADA

II.5.1	 Incumbe a las magistradas y a los magistrados, teniendo en cuenta 
las circunstancias del caso concreto y los límites de su competencia 
jurisdiccional, garantizar una protección especial a las víctimas en situación 
de vulnerabilidad agravada, basándose en un enfoque interseccional. A tal 
fin, se consideran en situación de vulnerabilidad agravada, entre otros, los 
niños y adolescentes, las mujeres en situación de violencia, las personas 
mayores, las personas con discapacidad, las personas afrodescendientes, 
las personas y los pueblos indígenas, las comunidades quilombolas y 
otras comunidades tradicionales, los migrantes, las personas refugiadas, 
la población LGBTQIAP+, las personas privadas de libertad y las personas 
en situación de marginación social y económica.

II.6	 DEBIDA DILIGENCIA JUDICIAL

II.6.1	 En el ejercicio de la función jurisdiccional, las magistradas y los magistrados 
adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar la debida diligencia 
judicial, con el fin de asegurar la prestación jurisdiccional efectiva, respetando 
el principio de la duración razonable del proceso.

II.6.2	 Las magistradas y los magistrados, en el ejercicio de la función jurisdiccional, 
garantizarán el debido proceso legal, el principio de contradicción, la 
amplia defensa, la seguridad jurídica, la motivación y la fundamentación 
de las decisiones judiciales, así como la publicidad de los actos procesales, 
salvo las excepciones legales.
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II.6.3	 Las magistradas y magistrados valorarán todas las pruebas presentadas 
y, dentro de los límites de su competencia jurisdiccional y conforme a lo 
previsto en el ordenamiento jurídico, garantizarán la participación de las 
víctimas o de sus familiares a lo largo de la tramitación procesal, con la 
garantía del derecho a ser escuchados, a formular sus pretensiones y a 
presentar oportunamente elementos probatorios.

II.6.4	 En la tramitación de procesos judiciales que investiguen violaciones de 
derechos humanos, las magistradas y magistrados deben asegurar que 
los recursos previstos en el ordenamiento jurídico se tramiten y resuelvan 
de manera rápida y adecuada, así como, una vez constatada la violación, 
garantizar la efectividad y la ejecución de las decisiones judiciales dictadas.

II.7	 CUMPLIMIENTO DE LAS DECISIONES INTERAMERICANAS

II.7.1	 Las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos relativas 
al Estado brasileño son de cumplimiento obligatorio para todos los órganos 
del Poder Judicial, de conformidad con el artículo 68 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.

II.7.2	 Cuando se identifique un proceso directamente relacionado con un caso en 
trámite en el Sistema Interamericano en el que figure el Estado brasileño, 
compite a las magistradas y a los magistrados, con el apoyo de las Unidades 
de Monitoreo y Fiscalización (UMF) locales o de otro órgano competente 
del respectivo Tribunal, adoptar medidas para el cumplimiento de la decisión 
internacional, mediante el diálogo y la cooperación interinstitucional entre 
los órganos de los diversos Poderes, en busca de soluciones consensuadas.

II.7.3	 En el supuesto anterior, si el proceso presenta características de litigio 
estructural, en los términos de la Recomendación del CNJ n.º 163/2025, 
el Tribunal evaluará la adopción de medidas de apoyo material al tribunal 
responsable, incluida la ampliación del equipo de trabajo y la asistencia 
en la elaboración de un plan de actuación estructural, de acuerdo con las 
necesidades del caso.

II.7.4	 Compite a las magistradas y a los magistrados dar prioridad al juicio de los 
procesos en trámite relativos a la reparación material e inmaterial de las 
víctimas de violaciones de derechos humanos reconocidas en sentencias 
contra el Estado brasileño por los órganos del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, aún pendientes de cumplimiento integral.
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II.8	 LENGUAJE SENCILLO, CLARO Y COMPRENSIBLE

II.8.1	 En el desarrollo del proceso, compite a las magistradas y magistrados 
utilizar un lenguaje sencillo, claro y comprensible, con el fin de garantizar 
la accesibilidad y la comprensión de las resoluciones dictadas, así como 
indicar, en la motivación de las resoluciones, las fuentes del derecho 
internacional de los derechos humanos utilizadas.

II.9	 APOYO A LA MAGISTRATURA

II.9.1	 Compite a los tribunales brasileños garantizar a la magistratura los medios 
necesarios para la aplicación efectiva de la jurisprudencia interamericana, 
mediante la promoción de la formación inicial y continua, el acceso a bases 
de datos oficiales interamericanas y el apoyo a la tramitación adecuada de 
los procesos que impliquen la aplicación de la jurisprudencia interamericana.

II.10	 AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA JUDICIALES

II.10.1	 Compite a los tribunales brasileños garantizar las condiciones necesarias 
para el ejercicio autónomo de la función jurisdiccional, tanto en el plano 
institucional, en lo que se refiere a la organización del Poder Judicial, como 
en el plano funcional, en lo que respecta al ejercicio de las atribuciones 
de los jueces y juezas.

II.10.2	 Compite a los tribunales brasileños garantizar a la magistratura las condiciones 
necesarias para el ejercicio independiente de la función jurisdiccional, con 
las garantías de estabilidad e inamovilidad en el cargo y con la protección 
contra injerencias internas y externas.

II.10.3	 La autonomía y la independencia judicial son esenciales para la protección 
de los derechos humanos y para la vigencia del Estado de Derecho 
Democrático.

II.10.4	 Se garantiza a las magistradas y a los magistrados el ejercicio de la 
función jurisdiccional de manera autónoma e independiente, basada en 
su evaluación de los hechos y en su comprensión de la ley y del derecho 
nacional e internacional.
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